PROYECTO DE SOLICITUD DE INFORMES

LA HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

RESUELVE

Dirigirse al Poder Ejecutivo Provincial, para que a través del organismo pertinente, se sirva informar a la brevedad y por escrito los siguientes aspectos relacionados con el proceso de transferencia al Estado Nacional de los servicios ferroviarios que oportunamente fueran concesionados a la Provincia de Buenos Aires, en el marco de los Decretos Nacionales Nº 1168/92 y Nº 770/93, a saber:

1. Si ya se han cumplido en su totalidad las funciones encomendadas a la Unidad Operativa de Transferencia, habida cuenta que el convenio suscripto el 8 de febrero de 2007 entre la Nación y la Provincia de Buenos Aires, el cual fuera aprobado por Decreto Nº 1.021/07 del Poder Ejecutivo Provincial y ratificado por Ley Provincial 13.705, establece que, una vez cumplidas las funciones encomendadas a la Unidad Operativa de Transferencia, la Nación asumirá la total responsabilidad por la prestación, operación, explotación y desarrollo de los servicios ferroviarios oportunamente concesionados a la Provincia.

2. Si efectivamente la Unidad Operativa de Transferencia efectuó el relevamiento y los inventarios correspondientes en toda la red concesionada y se estableció y determinó el estado de situación patrimonial de los diferentes ramales, como estipula el artículo tercero del referido convenio. De ser así detalle:
a) Cantidad de locomotoras y coches certificados que se encuentran operativos para cubrir el servicio de transporte de pasajeros y cargas, identificando número de locomotora y especificando si las mismas mantienen la numeración original de Ferrocarriles Argentinos. Indique asimismo su número al momento de asumir la Provincia de Buenos Aires la explotación del  servicio ferroviario. 

b) Estado actual de todo el material tractivo (locomotoras) y rodante (coches), como así también de las vías y toda otra infraestructura necesaria para el funcionamiento de los mismos.

c) Estado de las llantas del material tractivo y rodante, grado de desgaste de pestañas, y si ambas mantienen la tolerancia necesaria para la correcta y segura circulación, según norma F.A.

d) Cantidad de auxilios (guinches) y estado de los mismos.

e) Estado de los coches dormitorios y comedores.

f) Velocidad de circulación tolerada por las vías.

g) Frecuencia de los diferentes servicios.

h) Estado en que se encuentran los sistemas de comunicación.
i) Cantidad de pasos niveles habilitados. Detalle su ubicación.
j) Dónde y en qué estado se encuentran las locomotoras General Motors GT 22 N° 9078 y 9081 que fueron transportadas en Enero de 2007, junto con 3 (tres) coches, al Astillero Río Santiago para su reparación.

k) Dónde y en qué estado se encuentran los coches TER, siendo que los mismos no se encuentran en circulación (a pesar de ser, los más nuevos de ellos, modelo 1995 y 1996).

l) Qué material tractivo se encuentra en los talleres Maldonado, en cercanías de la ciudad de Bahía Blanca, identificando número de locomotora, y especifique si las mismas mantienen la numeración original de Ferrocarriles Argentinos.

m) Dónde y en qué estado se encuentra la formación del tren El Atlántico, dónde fue reparada, el costo de la referida reparación y si se hizo por licitación pública o contratación directa. 

3. Si se ha definido, como establece el inciso c del artículo tercero del convenio al que hiciéramos referencia, un plan general de inversiones a realizarse en los diferentes ramales. De ser así remita copia, detallada y discriminada por ramal, del mismo. 
4. En caso de resultar afirmativa la pregunta anterior, informe si dicho plan de inversiones ha comenzado a ejecutarse, detallando las transferencias realizadas, por todo concepto, por el Estado Nacional y las obras ejecutadas y/o programadas.  

5. Si la Unidad Operativa de Transferencia ha realizado el relevamiento del personal, como estipula el inciso e del artículo tercero del convenio suscripto entre la Nación y la Provincia de Buenos Aires. En caso de ser así, detalle cantidad de agentes, discriminados por actividad, que se desempeñaban  como empleados de la Unidad Ejecutora del Programa Ferroviario Provincial al momento de iniciar el traspaso a la órbita nacional.
6. Si se ha creado y se encuentra en actividad la Unidad de Gestión Operativa.

7. Recorrido expresado en kilómetros que cubría el servicio al momento del traspaso de la explotación a la Provincia de Buenos Aires, extensión actual y, en caso de haberse reducido, cuáles han sido los motivos de la merma en la prestación. 
8. Informe si durante la concesión otorgada a la Unidad Ejecutora del Programa Ferroviario Provincial se han registrado sanciones por parte del CNRT, caso afirmativo cuál ha sido el motivo de las mismas.

9. Monto en concepto de gastos corrientes e inversión en compra de materiales y  mantenimiento de los existentes durante los últimos 5 años, discriminado anualmente.

10. Informe si durante la concesión otorgada a la Unidad Ejecutora del Programa Ferroviario Provincial se han celebrado convenios con entidades públicas y/o privadas a los fines de constatar si el material ferroviario empleado se encontraba en condiciones óptimas para garantizar la seguridad de los pasajeros.
11. Especifique monto que abona la Provincia a los concesionarios que tienen a cargo los distintos ramales por el uso de los mismos, y si a la fecha existen deudas al respecto. Detalle asimismo monto total abonado desde la creación de la Unidad Ejecutora del Programa Ferroviario Provincial.
12. Cantidad de pasajeros transportados durante los últimos 5 años, discriminada anualmente.

13. Recaudación obtenida, durante el referido período y discriminada por año, en concepto de venta de pasajes y demás servicios prestados.
14. Cuál es la situación laboral y previsional del personal de la Unidad Ejecutora del Programa Ferroviario Provincial, y si ha habido movimientos de personal desde que se firmó el convenio a partir del cual se inicia el proceso de transferencia de los servicios ferroviarios oportunamente concesionados a la Provincia.
15. Si se han firmado acuerdos entre la Unidad Ejecutora del Programa Ferroviario Provincial y los sindicatos con el objeto de regular la contratación de personal. De ser así, informe alcance, criterios de selección y objeto de los mismos.
16. Si existen o han existido reclamos por parte del sindicato en referencia a alguno/s de estos temas.
17. Cualquier otra información que sirva al presente.-
FUNDAMENTOS

A contracara de lo acontecido en el orden nacional con el proceso de Reforma del Estado iniciado a partir de la sanción de la ley 23.696, la cual significo la desaparición de los trenes estatales, el abandono de 30.000 kilómetros de vías férreas y la consiguiente pérdida de 300.000 puestos de trabajo, la Provincia de Buenos Aires, en el convencimiento de que el ferrocarril debía seguir siendo un servicio público y no un servicio privado con fines de lucro, asumió el gerenciamiento del servicio de transporte ferroviario de pasajeros mediante la creación de la Unidad Ejecutora del Programa Ferroviario Provincial. 



Sin embargo, y a pesar de contar con una herencia de material rodante de calidad y una gran variedad de instalaciones, con el pasar de los años los servicios experimentaron una notoria degradación, tanto en extensión de ramales utilizados como en calidad del material rodante (locomotoras y vagones) y servicio en general, descontando eventuales rehabilitaciones o aisladas inversiones en reparación de coches y locomotoras. No se realizaron las inversiones necesarias que el mantenimiento preventivo del material rodante y la conservación de vías, puentes y alcantarillas exigía, todo lo cual trajo como consecuencia múltiples accidentes que podrían haber sido evitados. En tal sentido, los estudios basados en la experiencia de la accidentología del transporte ferroviario están marcando desde hace larga data la tendencia del crecimiento de los siniestros ferroviarios, tanto en los trenes interurbanos de pasajeros como de carga, hecho que debería hacernos reaccionar de manera enérgica a fin de evitar futuras desgracias.

El 8 de febrero de 2007 la Nación y la Provincia de Buenos Aires suscribieron un convenio, aprobado por Decreto Nº 1.021/07 del Poder Ejecutivo Provincial y ratificado por Ley Provincial 13.705, acordando las condiciones para iniciar el proceso de transferencia al Estado Nacional de los servicios ferroviarios que oportunamente fueran concesionados a la Provincia de Buenos Aires, en el marco de los Decretos Nacionales Nº 1168/92 y Nº 770/93. Allí se establece que la transferencia del servicio no sería inmediata. Se supone que en la actualidad se estaría haciendo -o ya se ha hecho, no lo sabemos-, un inventario de los bienes de la empresa y una evaluación de las inversiones necesarias. Con este objetivo se constituyó, a través del referido convenio, una Unidad Operativa de Transferencia. La misma se encargaría de:

a) efectuar el relevamiento y los inventarios correspondientes en toda la red concesionada;

b) establecer y determinar el estado de situación patrimonial de los diferentes ramales;

c) definir el plan general de inversiones a realizarse en los mismos;

d) confeccionar todos los programas de mantenimiento y obras;

e) realizar el relevamiento del personal;

f) establecer todas las acciones que resulten conducentes para garantizar el funcionamiento de los servicios ferroviarios oportunamente concesionados a la Provincia.

El referido convenio establece que, una vez cumplidas en su totalidad las funciones encomendadas a la Unidad Operativa de Transferencia, la Nación asumirá la total responsabilidad por la prestación, operación, explotación y desarrollo de los servicios ferroviarios oportunamente concesionados a la Provincia. Asimismo el convenio estipula que hasta tanto no se concluya la transferencia definitiva ambas partes (la Nación y la Provincia de Buenos Aires) serán solidariamente responsables de todos los efectos derivados de la operación de los servicios a cargo de la Unidad de Gestión Operativa de los Servicios Ferroviarios -unidad creada en el artículo cuarto del convenio-, quedando el presupuesto necesario para garantizar la operación de los citados servicios a cargo de la Nación.
Sabemos la importancia de contar en la Provincia de Buenos Aires con un servicio de trenes rápido, eficiente, económico y seguro, siendo que el mismo resulta vital para miles de ciudadanos que lo requieren y lo utilizan a diario, para quienes la falta de este servicio significa la imposibilidad de trasladarse por falta de recursos para acceder a otros sistemas de transportes o, lisa y llanamente, por carecer de alternativas para hacerlo, ya que el transporte automotor no cubre las pequeñas localidades del interior que cada vez van quedando más aisladas y más rezagadas en su desarrollo. 

Como ya dijimos anteriormente, hemos asistido en los últimos años al constante deterioro y desmantelamiento del servicio público ferroviario, el cual se ha visto paulatinamente perjudicado en términos de calidad, frecuencias e incluso, en numerosos casos, la desaparición del mismo, producto de años de desinversión que arrastra el sistema ferroviario en el territorio provincial. 

Entendemos de vital importancia el mantenimiento y sostenimiento de un servicio público ferroviario de transporte de pasajeros, el cual requiere con urgencia una política de inversión y fortalecimiento de los servicios ferroviarios que operan en nuestra provincia. 
Quizá sea éste el momento oportuno para hacer algunos comentarios a la recientemente aprobada Ley de Reordenamiento Ferroviario, habida cuenta que, como dijimos, una vez cumplidas en su totalidad las funciones encomendadas a la Unidad Operativa de Transferencia, la Nación asumirá la total responsabilidad por la prestación, operación, explotación y desarrollo de los servicios ferroviarios oportunamente concesionados a la Provincia.
La Ley de Reordenamiento Ferroviario crea dos sociedades del Estado: Administración de Infraestructuras Ferroviarias S.E. (AIF) y Operadora Red Ferroviaria S.E. (ORF). Al ser sociedades del estado y no organismos dependientes de la administración pública central, las mismas podrán contratar libremente, sin necesidad de llamar a licitación pública. Esta libertad la tienen no sólo para comprar, sino también, por ejemplo, para concesionar la explotación de sus bienes. 

La AIF será la encargada de administrar y mantener la infraestructura vial actual y futura, su mantenimiento y la gestión de los sistemas de control de circulación de trenes, así como el desarrollo de inversiones. Asimismo la Ley transfiere a la AIF el patrimonio ferroviario actualmente afectado al ONABE. El ONABE forma parte de la administración pública (depende del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios), por lo que está sujeto a una serie de requisitos que no rigen para las sociedades del estado. Siendo la AIF, como decíamos anteriormente, una sociedad del estado, va a poder vender los bienes que se les transfieran como cualquier empresa privada. Hay que tener en cuenta que la mayor parte de los bienes ferroviarios del ONABE son terrenos (en muchos casos muy extensos) que rodean las antiguas estaciones ferroviarias del interior. Son tierras de ubicación estratégica que hoy valen mucho dinero. Además, el ONABE sólo puede transferir sus inmuebles a las provincias, municipios o entidades sin fines de lucro. La AIF no tiene esa limitación, puede vender o donar a quien quiera. De esta manera podemos decir sin temor a equivocarnos que la nueva Ley de Reordenamiento Ferroviario ha llegado para legalizar un gran negocio inmobiliario sin control alguno.
Por su parte, la ORF es la encargada de prestar los servicios ferroviarios, tanto de cargas como de pasajeros, que se le asignen –tanto aquellos concesionados que vuelvan al Estado como los nuevos que se creen-, incluyendo el mantenimiento del material rodante. Al igual que en el caso de la AIF, al no aplicársele el régimen general de la administración pública, para delegar en terceros (concesionar) la prestación de los servicios ferroviarios ni siquiera tiene que llamar a licitación. 

Esta es sin duda una ley que profundiza la privatización, entrega y saqueo de los ferrocarriles iniciada en la década de los 90. Una ley que se limita a la creación de dos nuevas unidades administrativas de carácter empresarial, sin innovar profundamente en la estructura actual del sistema, minimizando al máximo los controles del Parlamento y concediendo facultades extraordinarias (de regulación, control y aplicación) al titular del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, Sr. Julio De Vido. Estamos hablando de una ley que no considera a los trabajadores de estas sociedades del Estado (AIF y ORF) como empleados públicos, aplicándoles la ley de contrato de trabajo, que rige para el ámbito privado (todo esto amparado por el silencio cómplice de los sindicatos). Una ley que garantiza la supervivencia de empresas concesionarias parasitarias, no productivas y cartelizadas, que viven de los millonarios subsidios estatales, haciéndose cargo el Estado de todas las reparaciones e, incluso, de la totalidad de los sueldos. Empresas que no invierten en mantenimiento preventivo del material rodante, coches y vagones, señalamiento, conservación de vías, durmientes y balastos (piedras). Empresas que operan con trenes que no son debidamente revisados y que circulan con más kilometraje de lo permitido. 
La crisis integral y terminal en que se encuentra el sistema ferroviario nacional es la prueba fehaciente del error que implica pensar un servicio socialmente solidario como si fuera un servicio privado con fines de lucro. Criterio que aún hoy, y a pesar de las evidencias del fracaso de este modelo de privatización, no ha sido revertido, ni parece que la nueva Ley de Reordenamiento Ferroviario pretenda revertir.
Pretendemos, con este pedido de informes, contar con los elementos necesarios que nos permitan analizar y controlar el proceso de transferencia al Estado Nacional de los servicios ferroviarios que oportunamente fueran concesionados a la Provincia de Buenos Aires, en el marco de los Decretos Nacionales Nº 1168/92 y Nº 770/93. 

Procuramos de esta manera colaborar en el rediseño de un servicio que estamos convencidos debe volver realmente -y no como determina la recientemente aprobada Ley de Reordenamiento Ferroviario- a manos del estado, revocando las concesiones otorgadas -tanto de pasajeros como de carga- y volviendo a constituir un Sistema Integrado de Transporte Ferroviario, de Industria y de Comunicación donde los distintos modos de transporte se complementen con el objeto de solucionar el problema de integración y articulación del espacio territorial y contribuyendo al desarrollo de las economías regionales, todo enmarcado dentro de un gran proyecto de Nación. Como plantea el Movimiento Nacional por la Recuperación de los Ferrocarriles (Mo.Na.Re.FA), dicho Sistema Integrado debe constituirse y operar como una empresa monopólica, eficiente y moderna, centralizada para la fijación de los grandes objetivos y descentralizada en su operatividad para concretar los objetivos particulares de cada región. El Estado debe intervenir definiendo las normas de comportamiento de los distintos modos de transporte, asumiendo la función de planificador, organizador y contralor, esto último con el objeto de detectar y corregir errores y/o desviaciones en los objetivos fijados. Reapropiarse de esos resortes fundamentales del desarrollo tiene que ver con objetivos nacionales estratégicos irrenunciables.
Debemos destacar que el ferrocarril, al ser un medio de transporte ideal para la movilidad de grandes masas de viajeros y cargas, con ventajas de conservación del medioambiente por su bajo impacto y menor consumo energético, lo convierte en la alternativa más conveniente. Otras ventajas que se cuentan son: fuerte reducción de los accidentes por pasajero transportado, menor costo operativo, ahorro de tiempo de viaje, valorización y recuperación urbana, generación de mano de obra y aumento de la calidad de vida de la población abarcada. Asimismo, en el caso de unidades eléctricas, los índices negativos de ruidos pueden disminuirse en forma considerable, así como incrementarse aún más los ahorros en consumo de combustibles. Este tipo de energía para la motorización toma mayor trascendencia en la actualidad. La evolución que ha tenido el precio del petróleo crudo, netamente alcista en los años recientes, sumado a la actual situación de contexto mundial, hace prever que el precio de los combustibles se mantendrá a un nivel elevado. Las proyecciones de reservas de recursos petroleros en EEUU y Argentina establecidas en un horizonte de algunas décadas indican que la planificación del transporte masivo debe hacerse favoreciendo sustancialmente el uso racional del mismo. Bastaría pensar el ahorro que implicaría si se invirtiera la actual composición del transporte de carga que es 80% a 20% a favor de los camiones.

Nuestro país gasta enormes cantidades de dinero para un sistema que no funciona. Los datos nacionales del 2007 y del 2008 indican que estamos superando los $4.000 millones de transferencias directas a trenes, subtes y colectivos, a lo que hay que agregar los $300 millones que la Ciudad de Buenos Aires transfiere a los subtes. O los más de $1.000 millones que el Estado Nacional paga a las empresas petroleras para que vendan el gasoil a menor precio a trenes y colectivos. Sumado a los desembolsos para inversiones que según lo declarado y lo por realizar ascienden a los $7.000 millones, estamos hablando de más de $12.000 millones que la comunidad pone en un sistema que no funciona y que ha permitido que, en los últimos años, los concesionarios de trenes metropolitanos hayan ganado $350 millones al año, $950.000 por día, y $663 por minuto.  Son beneficiarios de estos recursos y de este desquicio grupos empresarios como Roggio, Cirigliano, Emepa, Aceitera General Deheza (del Senador Nacional Urquía), Techint, Brama y Camargo Correa.
Por todo lo expuesto, es que solicito a los Sres. Diputados me acompañen en la sanción del presente Proyecto de Solicitud de Informes.-

